
Una apoderada del Instituto
Nacional denunció hace algu-
nos días la grave situación que
afecta al establecimiento, mar-
cado por clases interrumpidas
constantemente debido a pro-
testas, paros y la presencia de
encapuchados en
el lugar. Además,
contó que su hijo
de 7º básico entró a
clases el 5 de mar-
zo, pero que recién
esta semana tuvo
su primera clase de
Lenguaje.

Tras ser consul-
tado por “El Mer-
curio”, el equipo directivo del
Instituto Nacional confirmó
que la denuncia realizada por la
madre era verídica, argumen-
tando que “la profesora respon-
sable presentó varias licencias
médicas y existe baja disponibi-
lidad de profesores reempla-

zantes por períodos breves”.
La ausencia de la docente ti-

tular del ramo afectó a cuatro
cursos, lo que se traduce en un
total de 168 horas pedagógicas y
120 estudiantes sin clases regu-
lares de la asignatura durante
ese período.

Según afirmaron desde el es-
t a b l e c i m i e n t o
—que tiene 96 cur-
sos y más de tres
mil estudiantes—,
la dificultad se de-
bería a que “existe
escasez de profeso-
res de Lenguaje so-
bre todo en el inicio
del año escolar y,
por plazos tan aco-

tados, es sumamente difícil en-
contrar profesionales disponi-
bles para realizar reemplazos”.

Aunque afirman que ante la
ausencia de un docente, como
en este caso, “las horas que le
corresponden con el curso afec-
tado son tomadas por otro pro-

fesor como apoyo pedagógico
para los estudiantes”, y acotan
que “los niños y jóvenes no pa-
san días o semanas sin recibir
educación”.

n “La asignatura 
fundamental”

Carlos Guajardo, académico
de la Facultad de Educación de
la Universidad Central, sostie-
ne que “Lenguaje es la asigna-
tura fundamental para los ni-
ños y niñas”, remarcando que
“el retraso de estos contenidos
y de las habilidades que los ni-
ños deben desarrollar, pueden
generar un problema muy com-
plejo debido a que justamente
esta asignatura llega a ser trans-
versal también para otras, como
lo son Matemáticas, para que
un niño pueda comprender re-
solución de problemas, pueda
también hacer un análisis de la
información”.

De la misma manera, María
Teresa Romero, directora de Es-

cuelas Abiertas, manifiesta que
“si bien la falta de profesores es
un tema recurrente en la educa-
ción tanto pública como priva-
da es responsabilidad del soste-
nedor y del equipo directivo
asegurar la continuidad del
aprendizaje. En ningún caso es
aceptable que los estudiantes
pasen semanas completas sin
repasar los contenidos de cada
asignatura”.

También, detalla que “llama
la atención que los recursos en
la Municipalidad de Santiago
crecieran fuertemente en los
últimos años. En la adminis-
tración pasada aumentó en
más de 30% la dotación de la
Dirección de Educación Muni-
cipal. Pero esto no se ve refleja-
do en mejoras concretas para
los alumnos. Es clave analizar
cómo se están gestionando los
recursos y por qué no se está
cumpliendo con el mandato de
proveer educación continua y
de calidad”.

n La violencia y la pérdida
de clases

El establecimiento atribuyó
parte importante de la pérdida
de clases a episodios de violen-
cia escolar: “Si existe una situa-
ción que ha generado mayor
impacto en la pérdida de clases
es la violencia”. De marzo a la
fecha, ha tenido 10 episodios de
violencia, según indican sus re-
gistros, lo que ha significado el
despacho anticipado de los es-
tudiantes, afectando así a 1.776
alumnos distribuidos en 48 cur-
sos. “Esto implica la pérdida de
336 horas pedagógicas, conte-
niendo todas las asignaturas.
Respecto de la jornada de la tar-
de, esta no se ha visto afectada

por esta problemática, lo que
proyecta, por tanto, un panora-
ma disímil entre ambas jorna-
das escolares”, comentan.

Frente a esto, aseguraron en-
contrarse elaborando un plan
de recuperación de clases que
“está siendo objeto de análisis y
diálogo en reuniones técnicas
sostenidas por el área académi-
ca y, además, está siendo socia-
lizado con el Centro de Padres y
Apoderados del Instituto Na-
cional (Cempain)”. Dicen que
el plan “se encuentra en su eta-
pa final de diseño y será infor-
mado en detalle por los conduc-
tos oficiales, una vez que esté
debidamente aprobado, el 26
de mayo”.

El establecimiento dice que se debió a que “existe escasez de profesores”:

Cuatro cursos del Instituto 
Nacional tuvieron su primera 
clase de Lenguaje recién en mayo

MACARENA CERDA M.

La situación afectó a 120 estudiantes y generó la pérdida de 168 horas pedagógicas.
Expertos advierten que el retraso en esta asignatura puede impactar negativamente en
el aprendizaje general de los alumnos.

CAPACIDAD.— El Instituto Nacional cuenta con 96 cursos distribuidos entre
enseñanza básica y media, y una matrícula que supera los 3 mil estudiantes.
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Diputados oficiaron al
Mineduc por exclusión

de estudiantes con
excelencia académica
de la Beca Presidente

de la República.

El Ministerio de Hacienda instruyó a
todos los servicios públicos a iniciar
“procesos disciplinarios” en contra de
todos los funcionarios que hayan incum-
plido sus licencias médicas. La medida
llega luego de que la Contraloría General
de la República detectara que más de
25.000 funcionaros públicos salieron del
país durante licencias médicas. 

El ministro de Hacienda, Mario Marcel,
envió un oficio a todos los ministros, subse-
cretarios y jefes de servicio e instituciones
del sector público, donde indicó que “dentro
de las 72 horas siguientes a la toma de
conocimiento por parte de las instituciones
públicas de antecedentes de que sus funcio-
narios han incumplido el reposo que les ha

sido indicado a través de licencias médicas o
han incurrido en otras conductas que hagan
procedente el rechazo o invalidación de
aquellas, deberán iniciar los procesos disci-
plinarios que establecen los estatus de
personal que les sean aplicables”.

Al respecto, José Pérez, presidente del
directorio de la Agrupación Nacional de
Empleados Fiscales (ANEF), comentó que
“los procesos disciplinarios son parte del
ejercicio de la función pública en el Estado
y están normados por ley. Están claras,
después del debido proceso, todas las
sanciones que establecen los diferentes
estatutos, como la amonestación, el
descuento de remuneraciones, la suspen-
sión y la destitución del Estado”. 

En el documento, el ministro Marcel
afirmó que la directriz atiende a la “obli-
gación que recae sobre los funcionarios
públicos de dar estricto cumplimiento al
principio de probidad administrativa” y al
“deber de los empleadores de adoptar las
medidas destinadas a controlar el debido
cumplimiento de la licencia que haga uso
su personal”.

Además de las medidas disciplinarias,
se buscará reintegrar las remuneraciones
“indebidamente” recibidas por los funcio-
narios públicos. “Una vez que las entida-
des competentes rechacen o invaliden
licencias médicas ya concedidas, los
organismos empleadores deben adoptar,
de conformidad a la normativa vigente,

las medidas conducentes al reintegro de
las remuneraciones indebidamente recibi-
das durante los períodos de reposo re-
chazados”, señaló Marcel. 

El año pasado el Estado gastó más de
US$ 350 millones por la “suplencia y
reemplazo” de las licencias médicas de los
funcionarios públicos, según la directora
de Presupuestos, Javiera Martínez. 

“Hemos observado un alza especial-
mente preocupante (del ausentismo)
después de la pandemia. Se han más que
duplicado los días ausentes de funciona-
rios públicos en promedio. Para dar un
orden de magnitud de qué significa esto,
son más de ocho millones de días perdidos
al año”, dijo Martínez. 

Hacienda instruye iniciar sumarios contra trabajadores que incumplieron sus permisos médicos

El ministro Marcel indicó que se reintegra-
rán los pagos “indebidamente recibidos”. 
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‘‘Hay que sancionar
la falsificación del
documento (…) y un
eventual fraude, (...) y no
el uso del documento, para
no dejar de proteger el
patrimonio fiscal o el
privado”.
.....................................................................

TATIANA VARGAS
PENALISTA 

‘‘Puede considerarse
como un fraude de
seguros (…), o como un
delito de estafa, ya que es
un engaño realizado
para que un tercero
incurra en un error y
obtener una disposición
patrimonial”.
...................................................................

JORGE GÁLVEZ
PENALISTA 

‘‘Se debe averiguar
si es que los médicos
estaban o no en
concomitancia con ellos,
si hubiese sido así (…),
existiría un delito (...) en
cuanto a la falsificación
de esta licencia”.
...................................................................

RODRIGO LAZO
EXFISCAL 

En “análisis” del fiscal nacional,
Ángel Valencia, están los antece-
dentes enviados este martes por la
Contraloría General de la Repú-
blica al Ministerio Público tras co-
nocerse el resultado de una inves-
tigación de la entidad fiscalizado-
ra en la que se reveló que entre
2023 y 2024 más de 25 mil funcio-
narios públicos viajaron al extran-
jero, pese a encontrarse con licen-
cia médica. 

Al ser situaciones ocurridas en
distintos puntos del país, la causa
podría asignarse a un fiscal regio-
nal que agrupe los casos o distri-
buirse por jurisdicción.

Junto con enviar los anteceden-
tes al Ministerio Público y al Con-
sejo de Defensa del Estado, la Con-
traloría ordenó la apertura de su-
marios en las distintas institucio-
nes , concentrándose en 13
servicios el 25% de los documen-
tos sospechosos, y donde aquellas
más comprometidas son la Junji y
Fundación Integra. 

El alcalde de Temuco, Roberto
Neira, cuyo municipio es noveno
en el listado, sostuvo que “como
municipalidad no tenemos forma
de fiscalizar el cumplimiento, pe-
ro si la Contraloría lo informa, co-
rresponderá colocarlo en manos
de nuestra dirección jurídica para
evaluar el inicio de una investiga-
ción sumaria”. Mientras que ayer
se presentó la primera querella
por el abogado Luis Mariano Ren-
dón, quien denuncia falsificación
y uso malicioso de licencias médi-
cas contra los facultativos y los
funcionarios. 

n Evalúan posibles 
figuras penales

“En los casos en que una perso-
na simula una enfermedad y pre-
senta antecedentes falsos para ob-
tener el pago de una licencia mé-
dica, cuando se trata de pagos rea-
lizados por Fonasa, la figura más
procedente corresponde a la del
artículo 470, número 8, del Códi-
go Penal, conocido como fraude
de subvenciones”, dice el profesor
de la Universidad Católica, Jorge
Gálvez. 

Y añade que ello se debe a que
allí “se sanciona la obtención de
pagos improcedentes por parte de
instituciones del Estado”. 

Su par de la Universidad de los
Andes, Tatiana Vargas, explica
que “un delito es el uso del docu-
mento falsificado, otro es la falsifi-

cación, y también está la estafa,
que sería el fraude al fisco, especí-
ficamente, si es que accede a un
beneficio público, pero también
puede ser un seguro privado, en-
tonces puede ser un tipo de fraude
(…), pero va a ser difícil que haya
tres delitos”.

“Entre el uso y la estafa es don-
de se produce una posible doble
valoración, yo tendería a pensar
que hay que sancionar la falsifica-
ción del documento, la licencia
(…), y un eventual fraude, si es
fraude al fisco, que tiene más pe-
na, y no el uso del documento, pa-
ra no dejar de proteger el patrimo-
nio fiscal o el patrimonio priva-
do”, plantea. 

Además de calificar este caso
como “de la máxima gravedad”,
el expersecutor de la Fiscalía Me-

tropolitana Oriente, Rodrigo La-
zo, señala que uno de los prime-
ros antecedentes que se debe des-
pejar es si los médicos “estaban o
no en concomitancia” con aque-
llas personas a quienes se les emi-
tió el documento.

n ¿Médicos coludidos con
falsos pacientes?

Si hubiese sido así, sostiene La-
zo, “existiría un delito por parte
de los funcionarios de la salud en
cuanto a la falsificación de esta li-
cencia”, además de que “pueden
responder de fraude también, co-
mo coautores”. E incluso, dice,
hay que determinar si un mismo
facultativo entregó licencias a más
de una persona o a una misma
más de una vez, “y la pena en ese
caso sube”. 

“Luego —precisa—, los funcio-
narios públicos que están con es-
tas licencias y perciben su sueldo
(…), independiente de que Fonasa
o la isapre se los entrega con pos-
terioridad, estarían cometiendo
fraude al fisco, por eso hay que de-
terminar si el médico sabía, si el
funcionario recibe su sueldo ínte-
gro, porque ahí existiría esa situa-
ción jurídica (…) en que presento
un documento a sabiendas de que
es falso”. 

Vargas recuerda que existe un
delito especial de falsificación de
licencias médicas, “que se incor-
poró hace no tanto tiempo en el
artículo 202 del Código Penal, así
que no es necesario recurrir a la fi-
gura de falsificación de documen-
tos públicos, esta es especial, y si el
facultativo lo comete, tiene más

pena”. Y, añade, si además este se
usa, “se puede incurrir en otro de-
lito por el uso del documento falsi-
ficado para obtener algún tipo de
beneficio”.

A lo que Gálvez agrega que, en
el caso de las licencias médicas
fraudulentas o falsas presentadas
a Fonasa, “pueden considerarse
como un fraude de seguros (…), o
simplemente como un delito de
estafa, ya que se trata de un enga-
ño realizado para que un tercero
incurra en un error y obtener una
disposición patrimonial improce-
dente que causa perjuicio”.

n Gremios piden 
“investigar a fondo”

La Agrupación Nacional de
Empleados Fiscales (ANEF) hizo
“un llamado a las autoridades a
investigar a fondo a todos quienes
estén detrás de estos hechos y dic-
tar las sanciones correspondien-
tes”, y sostuvo que su mal uso “es
un porcentaje menor respecto de
las y los funcionarios que sí traba-
jan de forma correcta”. 

Desde el Colegio Médico (Col-
med) precisaron que estos hechos
“deben investigarse con profun-
didad y sancionarse”, y propusie-
ron el acceso al historial de licen-
cias médicas de los pacientes,
“medida que permitiría una mejor
evaluación clínica y contribuiría a
prevenir abusos”. 

Mientras que la Confederación
Fenats Unitaria, de los trabajado-
res de la salud, indicó que “toda
irregularidad debe ser investigada
y perseguida legítimamente”,
aunque lamentó “la forma en que
este debate se está instalando (…),
a través del desprestigio de la fun-
ción pública”. 

Penalistas analizan los casos, que según la Contraloría superan los 25 mil en dos años: 

Fraude al fisco y estafa, los eventuales
delitos de funcionarios públicos que
viajaron mientras estaban con licencia 

A. ZÚÑIGA y H. BURGOS

También advierten que se debe dilucidar si los profesionales de salud que entregaron esos permisos estaban
“en concierto” con los trabajadores que los utilizaron de manera fraudulenta. 

Los antecedentes ya se encuentran en poder del fiscal nacional Ángel Valencia, mientras que ya se presentó la
primera querella en el Séptimo Juzgado de Garantía, lo que implicaría que la causa pudiera radicarse en la zona
metropolitana Centro Norte. 
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